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PROYECTO DE ORDENANZA

HONORABLE CONCEJO DELIBERANTE DE 25 DE MAYO

Proyecto de ordenanza de Ficha Limpia
Municipalidad de 25 de Mayo Provincia de Buenos Aires
Bloque Alianza La Libertad Avanza

PROYECTO DE ORDENANZA

VISTO:
Los principios de idoneidad, igualdad ante la ley, ética pública y debido proceso reconocidos por la Constitución Nacional; la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; el Decreto Ley 6769/58, Ley Orgánica de las Municipalidades; las leyes provinciales 14.656 y 13.074 y sus modificatorias; la Ley Nacional 25.326; las Ordenanzas Municipales 2838/2005, 3308/2017 y 3407/2021, y la necesidad de establecer mecanismos de integridad y verificación de antecedentes en la función pública municipal; y

CONSIDERANDO
Que el ejercicio de la función pública exige condiciones de idoneidad y responsabilidad que deben verificarse mediante procedimientos objetivos y documentados.
Que la protección de los recursos públicos y la confianza de los vecinos requieren controles previos a las designaciones y mecanismos de actualización durante el ejercicio de los cargos.
Que la Ordenanza 2339/2026 de General Arenales constituye un antecedente de regulación municipal de Ficha Limpia, cuya adaptación debe atender a las competencias y garantías aplicables en 25 de Mayo.
Que corresponde distinguir los cargos de designación de los cargos electivos, cuyos requisitos de acceso y causales de cese están sujetos a la Constitución Provincial, la legislación electoral y la Ley Orgánica de las Municipalidades.
Que el régimen propuesto utiliza como presupuesto una condena firme y prevé intervención jurídica, derecho de defensa y decisión fundada, sin sustituir los procedimientos especiales de remoción ni las normas de empleo público.
Que el Certificado del Registro de Deudores Alimentarios Morosos debe exigirse y tramitarse conforme a la Ley 13.074 y sus modificatorias, sin confundir la inscripción registral con una condena penal.
Que la transparencia del cumplimiento debe conciliarse con la reserva de los antecedentes penales y la protección de los datos personales.
Que la Ordenanza 3407/2021 ya regula las declaraciones juradas patrimoniales y de ingresos, y corresponde precisar los plazos de ingreso, el seguimiento al cese y el procedimiento de acceso a su contenido público.
Por ello, el Honorable Concejo Deliberante de 25 de Mayo, en uso de sus atribuciones, sanciona el siguiente proyecto de
ORDENANZA

Régimen municipal de Ficha Limpia
Artículo 1º: Objeto. Créase el Régimen Municipal de Ficha Limpia, destinado a establecer condiciones de integridad para el acceso y desempeño de los cargos de designación comprendidos en el Artículo 2º y un procedimiento de acreditación, verificación y seguimiento de su cumplimiento, dentro de las competencias municipales. Regúlanse asimismo la presentación y el acceso a las declaraciones juradas patrimoniales y de ingresos. Establécense también reglas para la publicidad oficial.
Artículo 2º: Ámbito de aplicación. Quedan comprendidos, cualquiera sea su denominación, carácter remunerado u honorario y modalidad de designación:
a) Secretarios, Subsecretarios, Directores Generales, Directores, Subdirectores y Delegados Municipales del Departamento Ejecutivo.
b) Asesores de gabinete y demás cargos políticos sin estabilidad de jerarquía equivalente a los anteriores.
c) Secretarios, Prosecretarios y demás cargos políticos sin estabilidad del Honorable Concejo Deliberante.
d) Autoridades y miembros de órganos de administración designados por el Municipio en organismos descentralizados y entidades municipales, con respeto de su régimen constitutivo.
e) Contador, Tesorero, Jefe de Compras y Juez de Faltas Municipal, exclusivamente en cuanto resulte compatible con los requisitos, garantías y procedimientos de designación, estabilidad y remoción establecidos por la legislación provincial.
El régimen no modifica por sí mismo las condiciones de ingreso, estabilidad ni el régimen disciplinario del personal de carrera. La asignación de un cargo comprendido a un agente estable no extingue sus derechos sobre el cargo de origen.
Artículo 3º: Impedimentos. No podrán ser designadas en los cargos comprendidos las personas que se encuentren inhabilitadas judicialmente para ejercer cargos públicos, durante la vigencia de la inhabilitación, ni las que registren condena penal firme por alguno de los delitos enumerados en el Artículo 4º, durante el plazo establecido en el Artículo 5º. Son firmes las sentencias que hayan adquirido autoridad de cosa juzgada. La mera denuncia, imputación, procesamiento o condena recurrible no constituye, por sí sola, el impedimento creado por esta ordenanza, sin perjuicio de las disposiciones provinciales que correspondan aplicar.
Artículo 4º: Delitos comprendidos. El impedimento comprende las condenas por hechos dolosos, consumados o tentados, con intervención como autor o partícipe, respecto de las siguientes figuras del Código Penal de la Nación:
a) Delitos contra la seguridad de la Nación y contra los poderes públicos y el orden constitucional: Títulos IX y X del Libro Segundo, Artículos 214 a 236, en sus disposiciones vigentes.
b) Delitos contra la Administración Pública: Título XI del Libro Segundo, Artículos 237 a 281 bis, en sus disposiciones vigentes. Comprende, entre otras figuras, abuso de autoridad, incumplimiento de los deberes de funcionario público, cohecho, tráfico de influencias, malversación de caudales públicos, negociaciones incompatibles con la función pública, exacciones ilegales, enriquecimiento ilícito y encubrimiento.
c) Fraude en perjuicio de una administración pública, previsto en el Artículo 174 inciso 5º.
d) Delitos contra el orden económico y financiero: Título XIII del Libro Segundo, Artículos 303 a 313, en sus disposiciones vigentes.
e) Homicidio doloso: Artículos 79, 80 y 81 inciso 1º, apartado a); lesiones dolosas agravadas: Artículo 92, en relación con los Artículos 89, 90 y 91 y las circunstancias del Artículo 80; delitos contra la integridad sexual: figuras vigentes del Título III del Libro Segundo, Artículos 119 a 133, incluidos sus Artículos bis y ter cuando correspondan.
f) Reducción a esclavitud o servidumbre, trabajos o servicios forzados y matrimonio servil: Artículo 140; trata de personas: Artículos 145 bis y 145 ter; tortura y omisiones dolosas vinculadas con ella: Artículos 144 ter y 144 quater.
g) Amenazas y coacciones, incluidas sus modalidades agravadas: Artículos 149 bis y 149 ter.
h) Falsificación o adulteración de instrumentos públicos y falsedad ideológica: Artículos 292 y 293, en cuanto se refieran a instrumentos públicos; supresión o destrucción de tales documentos: Artículo 294; uso de instrumentos públicos falsos o adulterados: Artículo 296, en relación con los Artículos precedentes. Se incluyen los instrumentos equiparados a públicos por el artículo 297 y la agravación prevista en el Artículo 298 cuando corresponda.
Las referencias precedentes comprenden exclusivamente figuras penales vigentes al tiempo del hecho y aplicables conforme a las reglas de la ley penal más benigna. Las formas de violencia de género quedan comprendidas cuando el hecho por el que recae condena firme encuadre en alguna de las figuras expresamente enumeradas; su sola denominación o una medida cautelar de protección no sustituyen ese requisito.
El catálogo se aplica por igual a todos los cargos de designación comprendidos en el Artículo 2º. El intendente y los concejales se rigen por el Artículo 11.
La reglamentación no podrá ampliar este catálogo. Toda incorporación requerirá una ordenanza que identifique las figuras penales alcanzadas, sin alterar las competencias y los regímenes establecidos por normas superiores.
Acreditación y procedimiento
Artículo 5º: Duración del impedimento. El impedimento derivado de una condena firme regirá desde su firmeza hasta la extinción de la pena y, si existiera, de la inhabilitación impuesta, conforme a lo que certifique el órgano judicial competente. En las condenas de ejecución condicional se atenderá al plazo de control judicial correspondiente y a la subsistencia de otras penas o inhabilitaciones. Cesará si la sentencia fuera dejada sin efecto o mediara rehabilitación judicial aplicable al cargo. No se establecen prohibiciones perpetuas adicionales a las previstas por normas superiores.
Artículo 6º: Documentación. Antes de la designación deberán incorporarse al expediente: a) certificado de antecedentes penales expedido por el Registro Nacional de Reincidencia, con fecha de emisión no anterior a noventa (90) días corridos; b) certificado del Registro de Deudores Alimentarios Morosos de la Provincia de Buenos Aires dentro de su plazo oficial de validez; y c) declaración jurada sobre la inexistencia de los impedimentos previstos en esta ordenanza. La declaración jurada no sustituye los certificados. Cuando surjan antecedentes relevantes se requerirá testimonio judicial que permita verificar identidad, firmeza, figura penal y vigencia de las penas, sin presumir estas circunstancias de un asiento registral incompleto.
Artículo 7º: Actualización. La documentación se renovará anualmente y en cada nueva designación. Las personas comprendidas deberán comunicar dentro de los diez (10) días hábiles de su notificación toda sentencia firme o inhabilitación sobreviniente y toda modificación de su situación en el registro alimentario. La autoridad competente intimará a subsanar las omisiones documentales dentro de los diez (10) días hábiles, sin convertirlas automáticamente en una condena o causal de cese.
Artículo 8º: Obligaciones alimentarias. La presentación del certificado y las comunicaciones judiciales se regirán por la Ley 13.074 y sus modificatorias. Constatada una inscripción, la autoridad de personal o quien corresponda comunicará la designación al juzgado interviniente dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al nombramiento, para las medidas que correspondan. La inscripción no será considerada por esta ordenanza una condena penal ni una causal automática de exclusión o remoción. Para cargos electivos se observará el procedimiento provincial específico.
Artículo 9º: Autoridades competentes. En el Departamento Ejecutivo actuará el área que tenga a su cargo la administración de personal, con intervención del servicio jurídico municipal. En el Concejo Deliberante actuará la Presidencia a través del área administrativa que determine, con intervención jurídica. Cada autoridad verificará la documentación de su jurisdicción y la incorporará al legajo reservado correspondiente. Los controles no podrán ser dispensados por la autoridad que propone la designación.
Aplicación y control público
Artículo 10º: Impedimento sobreviniente y garantías. Cuando existan elementos oficiales que indiquen un impedimento se formará un expediente, se dará vista a la persona interesada por diez (10) días hábiles para formular descargo y ofrecer prueba, y se emitirá dictamen jurídico previo a la decisión fundada de la autoridad competente. Acreditado el impedimento en un cargo político sin estabilidad, se dispondrá el cese en ese cargo. Para agentes estables, funcionarios con estabilidad especial, juez de faltas y demás cargos sujetos a procedimientos específicos, se dará intervención al órgano competente y se tramitarán únicamente las medidas autorizadas por su régimen legal. Esta ordenanza no habilita suspensiones ni remociones automáticas al margen de ese régimen. Se garantizarán los recursos administrativos y judiciales correspondientes.
Artículo 11º: Intendente y concejales. Se explicitan las siguientes reglas de la Ley Orgánica de las Municipalidades, Decreto Ley 6769/58, aplicables al intendente y a los concejales:
a) Inhabilidades de acceso. El Artículo 6º excluye a quienes carecen de capacidad electoral; tienen intereses contractuales con el Municipio en los términos de ese artículo; garantizan obligaciones de terceros frente a él; están inhabilitados para cargos públicos; o incumplen resoluciones del Tribunal de Cuentas que los declaran responsables.
b) Condena firme. Los Artículos 248 y 255 disponen la destitución de pleno derecho del intendente y del concejal, respectivamente, ante condena firme por delito doloso, exceptuando los delitos de acción privada.
c) Suspensión preventiva de pleno derecho. Conforme al Artículo 248 de la Ley Orgánica de las Municipalidades para el intendente y al Artículo 255 para los concejales, la suspensión procede cuando, hallándose detenida la persona, se dicta en su contra un auto de prisión preventiva que adquiere firmeza. La sola detención es insuficiente. La firmeza exigida corresponde a la resolución de prisión preventiva y la suspensión puede operar antes de que exista sentencia. Se excluyen los delitos de acción privada. El sobreseimiento provisorio o definitivo, o la absolución, restituye automáticamente a la persona al pleno ejercicio del cargo.
Estas disposiciones provinciales no son creadas ni ampliadas por esta Ordenanza. El catálogo del Artículo 4º no restringe ni amplía las causales provinciales aplicables al intendente y a los concejales. La suspensión del inciso c) es una medida legal distinta del impedimento de Ficha Limpia, que requiere condena firme.
Recibida una comunicación judicial o documentación oficial indicativa de alguno de estos supuestos, la Presidencia del Concejo requerirá al órgano judicial competente constancia de la resolución, su firmeza y alcance. Incorporadas las constancias, dará intervención jurídica y promoverá sin demora las actuaciones que correspondan conforme a la ley, dejando constancia de las medidas adoptadas. La intervención municipal tendrá por objeto instrumentar la consecuencia legal, sin sustituirla por una valoración discrecional de la gravedad del delito.
Se mantienen los procedimientos provinciales para las restantes causales de suspensión y destitución y las obligaciones documentales de la Ley 13.074 y sus modificatorias.
Publicidad del cumplimiento y protección de datos
Artículo 12º: Transparencia y protección de datos. Cada departamento publicará en su sitio oficial una nómina con nombre, cargo, fecha de designación, fecha de presentación de la documentación y estado de su verificación, sin incluir antecedentes penales, números completos de documentos, domicilios, datos familiares ni certificados íntegros. La publicación distinguirá documentación pendiente de un impedimento acreditado. Los antecedentes serán tratados exclusivamente por autoridades competentes, con acceso restringido y medidas de seguridad conforme a la Ley 25.326. El Departamento Ejecutivo remitirá semestralmente al Concejo un informe de cumplimiento sin datos penales individualizados. Cada bloque podrá designar un representante para examinar ese informe y proponer mejoras, sin atribuciones de remoción ni acceso irrestricto a los legajos.
Declaraciones juradas patrimoniales y de ingresos
Artículo 13º: Alcance. Las personas comprendidas en el Artículo 2º de la Ordenanza 3407/2021 y las que desempeñen los cargos previstos en el Artículo 2º de la presente deberán presentar declaración jurada patrimonial y de ingresos, conforme al régimen de la Ordenanza 3407/2021 y a las disposiciones de este capítulo. Esta obligación es independiente de la declaración jurada sobre impedimentos prevista en el Artículo 6º y no constituye una condición para asumir un cargo electivo.
Artículo 14º: Sustitúyese el Artículo 6º de la Ordenanza 3407/2021 por el siguiente texto. «La declaración inicial se presentará dentro de los treinta (30) días corridos desde la toma de posesión y reflejará la situación patrimonial a esa fecha. La declaración final se presentará dentro de los treinta (30) días corridos desde el cese por cualquier causa y reflejará la situación patrimonial a la fecha del cese. Para ambas presentaciones se informarán también los ingresos del último ejercicio fiscal cerrado. La actualización anual se efectuará conforme al Artículo 7º de la Ordenanza 3407/2021».
Artículo 15º: Seguimiento. La autoridad receptora notificará la obligación de presentar la declaración inicial al asumir el cargo y la declaración final al notificarse el acto de cese o, si el mandato vence en una fecha cierta, antes de su vencimiento. Cuando ello no sea posible, notificará dentro de los cinco (5) días hábiles posteriores al cese. La obligación subsiste tras la desvinculación. Vencido el plazo, la autoridad intimará fehacientemente a regularizar la presentación dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación. Si la omisión persiste, dejará constancia en el registro de cumplimiento y remitirá las actuaciones al órgano competente para que determine, con derecho de defensa, las consecuencias que correspondan según el régimen legal aplicable.
Artículo 16º: Acceso y reserva. Cualquier persona podrá pedir y recibir gratuitamente, conforme al procedimiento de la Ordenanza 2838/2005, ante el Departamento Ejecutivo o el Concejo Deliberante, según corresponda, copia de la versión pública de las declaraciones iniciales, anuales y finales, sin expresar motivo. La autoridad receptora protegerá los domicilios particulares, números de documentos, datos de cuentas bancarias, datos identificatorios de familiares y terceros y demás datos sujetos a reserva legal. La versión pública conservará los rubros patrimoniales, los valores declarados y los conceptos e importes de ingresos en cuanto sean divulgables. Si la declaración solicitada no obra en poder de la autoridad, se informará esa circunstancia y el estado de cumplimiento. En los sitios oficiales se publicará la nómina prevista en el Artículo 9º de la Ordenanza 3407/2021, con indicación del tipo de declaración, el vencimiento y su estado de presentación, incluso respecto de quienes hayan cesado.
Artículo 17º: Aplicación inicial. Quienes estén en funciones y queden alcanzados por primera vez por este capítulo deberán presentar una declaración inicial dentro de los sesenta (60) días corridos desde la entrada en vigencia de la presente, con situación patrimonial a esa fecha. La declaración ya presentada conforme a la Ordenanza 3407/2021 se tendrá por válida para el período al que corresponda.
Publicidad oficial
Artículo 18º: Publicidad oficial. En cumplimiento de la Ordenanza 3308/2017, la publicidad oficial deberá responder a una finalidad institucional de interés público. Queda prohibido destinar fondos, bienes, personal o canales institucionales a propaganda partidaria, promoción personal de autoridades o funcionarios, o campañas a favor o en contra de partidos, precandidaturas o candidaturas. La prohibición comprende la producción y difusión de contenidos, incluida la pauta en redes sociales y plataformas digitales, y rige durante todo el año.
Artículo 19º: Registro de publicidad oficial. Se publicará el gasto desagregado por campaña y contratación, incluidos los servicios de producción, intermediación y difusión. Se indicarán la finalidad, el organismo requirente, el expediente, la modalidad y el acto de contratación, los criterios de asignación, el proveedor y el medio o plataforma donde se difundió la pieza, el período de difusión y los montos contratados, devengados y pagados. Cada departamento publicará los datos de su jurisdicción en su sitio oficial y actualizará el registro dentro de los treinta (30) días corridos siguientes al cierre de cada mes.
Disposiciones finales
Artículo 20º: Implementación. Las autoridades de ambos departamentos establecerán, dentro de los sesenta (60) días corridos de la entrada en vigencia, los circuitos administrativos necesarios en sus respectivas jurisdicciones. Quienes ya desempeñen cargos comprendidos deberán presentar la documentación dentro de ese plazo. La verificación de situaciones preexistentes no producirá ceses automáticos ni desplazará garantías legales. Los gastos se atenderán con las partidas presupuestarias vigentes legalmente disponibles. La aplicación directa de esta ordenanza no quedará suspendida por la falta de reglamentación.
Artículo 21º: Vigencia y publicidad. La presente entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial Municipal. Publíquese asimismo en los sitios oficiales del Municipio y del Concejo Deliberante.
Artículo 22º: De forma. Comuníquese al Departamento Ejecutivo, regístrese, publíquese y archívese.

Firman los Concejales: Cortés y Caronello.


